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SEGUNDO GRUPO: ESTADOS MIEMBROS

ARGENTINA

PRESENTACIÓN DE LA REPUBLICA ARGENTINA

LA EXPERIENCIA NACIONAL EN MATERIA MIGRATORIA

LA PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS EN EL TRATAMIENTO DE LA CUESTIÓN MIGRATORIA.

Tradicionalmente la cuestión de los migrantes en el derecho internacional general ha sido tratada  como materia residual dentro del capítulo reservado  a los extranjeros, a través del análisis de ciertos principios generales del derecho de gentes. Asimismo, en términos generales, podría afirmarse que las actividades de los extranjeros son reguladas por el derecho internacional a partir de dos grandes ejes temáticos: por un lado, el acceso al territorio de un Estado y la libertad de circulación en él y, por el otro, las actividades económicas, profesionales y laborales que puedan desarrollar. 

Sin embargo, dada la complejidad del fenómeno migratorio en las nuevas circunstancias del contexto internacional y los desafíos que deben enfrentar las personas en el proceso de traslado y en el asentamiento en los países de destino, se estima enriquecedora y pertinente la inclusión de la perspectiva social en la consideración de las migraciones internacionales. 

Ello ha traído aparejado que actualmente, la cuestión de los migrantes ha ampliado el marco tradicional dentro del cual el derecho internacional trataba las cuestiones relativas a extranjeros. En este nuevo campo, se inscribe el derecho internacional de los derechos humanos. 

Por otra parte, no puede omitirse la relación que existe  en el ámbito internacional en el tratamiento de las cuestiones vinculadas a migraciones, refugiados y seguridad internacional, sobre todo teniendo en cuenta el contexto político actual. Es por ello que resulta imprescindible abordar estos temas desde una perspectiva de derechos humanos, a efectos de que las medidas que se adopten en aras a la seguridad internacional,  no incidan sobre la vigencia de los derechos fundamentales. 

En efecto, tanto en la a Declaración Universal de Derechos Humanos, como en los principales tratados internacionales de Derechos Humanos   Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial, Convención sobre los Derechos del Niño- se menciona el concepto de igualdad en dignidad y derechos, sin distinción de ningún tipo, en particular de raza, religión u origen nacional. Asimismo, varios de estos instrumentos  prescriben que  todas las personas tienen el derecho a movilizarse libremente en su país o fuera de él  y a escoger libremente el lugar donde quieren vivir y trabajar. 

MIGRACIONES Y DERECHOS HUMANOS EN EL  AMBITO NACIONAL 

NUEVA LEY MIGRATORIA

El 20 de enero de 2004 se promulga la  Ley 25.871 – Ley de Migraciones- que constituye una herramienta para la política migratoria que está desarrollando la República Argentina.

Esta nueva ley, producto del trabajo consensuado de  diferentes sectores gubernamentales  y no gubernamentales, refleja el compromiso que asumido por la República Argentina de garantizar el pleno respeto de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, al tiempo que establece mecanismos de fácil acceso a la regularidad migratoria, entendiendo que dicha regularidad es indispensable para lograr la plena integración del extranjero a la sociedad de recepción. 

En el marco de lo arriba señalado merecen ser destacados algunos párrafos del citado cuerpo legal:

· Respeto de los Derechos Humanos y compromisos internacionales sobre la materia: Art. 3º “Son objetivos de la presente Ley a).... dar cumplimiento a los compromisos internacionales de la República en materia de derechos humanos, integración y movilidad de los migrantes....f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina el goce de criterios y procedimientos no discriminatorios en términos de los derechos y garantías establecidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, los convenios bilaterales vigentes y las leyes...g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y garantías de los migrantes, conforme lo establecido en la Constitución Nacional , los compromisos internacionales y las leyes, manteniendo en alto su tradición humanitaria y abierta con relación a los migrantes y sus familias...”

· Derecho a la Migración: Art. 4º “El derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y universalidad”.

· Igualdad de trato: Art. 5º “El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obligaciones....” Art. 6º“ El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social” Art. 13º “A los efectos de la presente ley se considerarán discriminatorios todos los actos u omisiones determinados por motivos tales como etnia, religión, nacionalidad., ideología, opinión política o gremial, género, posición económica o caracteres físicos, que arbitrariamente impidan, obstruyan, restrinjan el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías.

· Derecho a la Educación: Art.7º “En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea público o privado, nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites  correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria”.

· Derecho a la Salud: Art. 8º “No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al derecho a la salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros que lo requieran, cualquiera sea su situación migratoria.....”
· Derecho a la información : Art. 9º “Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el Estado les proporcione información acerca de : a) Sus derechos y obligaciones con arreglo a la legislación vigente, b) los requisito exigidos para su admisión, permanencia y egreso.”
· Promover la integración: Art. 14º “El Estado en todas sus jurisdicciones, ya sea nacional, provincial o municipal, favorecerá las iniciativas tendientes a la integración de los extranjeros en su comunidad de residencia...”

· Fácil acceso a la regularidad migratoria: ser nacional de un Estado Parte o Asociado del MERCOSUR como base del acceso de residencia legal. Art. 23  inc. l).  El casi 85 % de los flujos migratorios que recibe la República Argentina provienen de los Estados que componen el MERCOSUR, la nueva  ley de migraciones establece que el hecho de ser nacional de uno de esos Estados permite al extranjero acceder a una residencia legal en Argentina. Se trata de un mecanismo de facilitación para obtener residencia legal y de esa manera lograr integración plena en la sociedad de recepción.

· Necesaria Intervención Judicial en los procesos de Expulsión: Titulo V Capítulo. I.  Bajo el imperio de la anterior Ley de Migraciones la expulsión del territorio nacional podía ser ordenada y ejecutada por la Dirección de Migraciones sin necesidad de intervención Judicial.

· Retención del Extranjero para efectivizar expulsión como facultad exclusiva del la Justicia: Titulo V Capitulo II.  Bajo el imperio de la anterior Ley  de Migraciones la Dirección Nacional de Migraciones se encontraba facultada para detener a un extranjero para proceder a su expulsión sin necesidad de intervención judicial.
· Penalización del delito de tráfico ilegal de personas. Agravamiento de la pena cuando se hubiera puesto en peligro la vida salud o integridad del migrante o cuando se trate de un menor de edad. Capítulo VI.  Por primera vez se tipifica en la legislación migratoria argentina la figura del tráfico de migrantes. Las penas previstas son de prisión de uno a seis años, pudiendo llegar a 20 años cuando se den circunstancias de agravamiento.

La mencionada Ley 25.871 se encuentra en proceso de reglamentación. Las sustanciales diferencias con relación a la ley anterior, que rigió por más de 20 años, hace que la tarea de reglamentación resulte más dificultosa y deba trabajarse sobre situaciones novedosas.  Se están realizando interconsultas con todos los sectores de gobierno involucrados así como a las ONGs relacionadas con la materia. Es dable reconocer que la desfavorable situación económica y la tasa de desempleo por la que atraviesa la  República Argentina  no resulta el escenario más propicio para la reglamentación y aplicación  de una Ley de las características señaladas. El trabajo de la reglamentación se está desarrollando bajo la premisa del respeto al principio de igualdad en el goce de los derechos que son inherentes a las personas por su calidad de seres humanos y no por su nacionalidad, y en esa óptica  se pretende ser cuidadosos para no caer en situaciones de discriminación inversa, es decir no crear un trato desigualitario en el cual los perjudicados sean los nacionales.

Sin perjuicio de lo dicho en el párrafo anterior  y hasta tanto se sancione la nueva reglamentación  el Ministerio del Interior y  la Dirección Nacional de Migraciones se han adoptado una serie de medidas tendientes a no desvirtuar el espíritu que llevara al dictado de la referenciada Ley 25.871.

Entre tales medidas son dables de destacar:

· Suspensión de las expulsiones o conminatorias a hacer abandono del país respecto de los nacionales de países limítrofes. Disposición 2074/04 DNM  dictada el 28 de enero del corriente año. Por medio de esta Disposición se pretende preservar los derechos de aquellos ciudadanos de países limítrofes que podrán regularizar su situación a la luz de la nueva ley una vez sancionada su reglamentación. Se exceptúan de esta norma las expulsiones que se hubieren dictado en virtud de la existencia de antecedentes penales.

· Dejar sin efecto todas las detenciones precautorias o apercibimientos que contengan tal medida, dictados por la Dirección Nacional de Migraciones de conformidad con facultades que le otorgaba la derogada Ley 22.439. Disposición 17.627 DNM dictada el 23 de abril del corriente año. Tal como se informara en párrafos anteriores bajo la vigencia de la Ley 22.439 la Dirección Nacional de Migraciones se encontraba facultada para detener a aquellos extranjeros sobre los que pesaba orden de expulsión. Dicha detención se producía al solo y único efecto de efectivizar la expulsión. La nueva Ley de Migraciones establece que la facultad de retención de un extranjero es facultad exclusivamente de la justicia. En función de ello la Dirección de Migraciones y sin perjuicio que, a partir del dictado de la Ley 25.871,  no dispone mas detenciones o apercibimientos en tal sentido, dejó sin efecto todas aquellas medidas de ese tenor que hubieren sido adoptadas bajo el imperio de la ley anterior y que se encontraren pendiente de ejecución. 

· Disminución de las tasas que migratorias que deben abonar los extranjeros que tramiten su residencia ante Consulado Argentino. Disposición DNM 21.085 dictada el 17 de junio de 2004. 

Respondiendo a la política migratoria arriba señalada la Dirección Nacional de Migraciones, en el período comprendido entre el 1 de octubre de 2003 y 20 de julio del 2004 otorgó 34.182 residencias (de las cuales el 79,5% corresponden a nativos de países limítrofes). En el mismo  período  se denegaron 565 pedidos de residencia. 

Sin perjuicio de las cifras arriba mencionadas es dable reconocer que la Dirección Nacional de Migraciones arrastra un remanente histórico de atraso y que la reciente normativa requerirá de la implementación de nuevos procedimientos así como  de refuerzo y capacitación del personal. En función de ello el Poder Ejecutivo sancionó, con fecha  7 de julio del corriente año,  el Decreto 836/04 destinado a paliar la situación descripta.

Entre las medidas previstas en el citado Decreto 836/04 caben ser mencionadas:

· Declara la emergencia administrativa de la Dirección Nacional de Migraciones por un período de 180 días.

· Ordena una evaluación integral del funcionamiento de las delegaciones de la Dirección de Migraciones en el interior del paìs.

· Ordena la creación de un Area de Asistencia e Información del Migrante.

· Establece que la tramitación actuaciones de petición de residencia que se inicien en el futuro no podrá superar el plazo de TREINTA (30) DÌAS  . 

· Crea en el ámbito de la Dirección Nacional de Migraciones el Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria, siendo sus objetivos:

a) Creación del marco de nuevas políticas migratorias orientadas a la  inserción e integración de la población migrante.

b) Regularización de la situación de los migrantes.

· Faculta a la Dirección de Migraciones a proponer las ampliaciones y modificaciones presupuestarias pertinentes para el cumplimiento de las acciones derivadas del Decreto.

REFUGIO Y ASILO

Hasta la fecha la República Argentina carece de una Ley sobre refugio. El proceso de elegibilidad de refugiados se rige en la actualidad por el Decreto 464 dictado en el año 1984 y por disposiciones normativas de menor jerarquía.

Existen varios proyectos de Ley sobre Refugio en diferentes estadios de tratamiento. Entre ellos el que a principios de julio de este año  se elevara, desde la Dirección Nacional de Migraciones a la órbita del Ministerio del Interior  con intención de que sea presentado ante el Congreso Nacional como propuesta del Ejecutivo. El citado proyecto  fue elaborado por el Comité de Elegibilidad para Refugiados refleja la experiencia recogida en los casi 20 años de existencia del Comité, de su contenido resulta ilustrativo destacar:

-
Dentro del mismo instrumento se regula la situación de los apartidas fijando el procedimiento para su determinación a la luz de la Convención  sobre Apatridia.

· Identifica los elementos principales que son necesarios para tomar una decisión justa y eficiente a la luz de los principios internacionales sobre protección de los refugiados.

· Se fijan procedimientos de admisibilidad, incluyendo los que se realizan en frontera, incluyendo los procedimientos acelerados para dar respuesta a las solicitudes manifiestamente infundadas o abusivas.

· Determina las instancias recursivas a nivel administrativo y acceso a la vía judicial, fijando plazos más expeditos en aras a la seguridad jurídica del solicitante.

· Contempla los principios que deben respetarse en el caso de mujeres y niños no acompañados. 

Sin perjuicio de lo dicho en los párrafos anteriores es dable señalar, que si bien  no existe una norma con jerarquía de Ley que regule el procedimiento de reconocimiento de refugiados y que se está trabajando en ello, rige sobre la materia el Decreto 464 que desde el año 1984 reglamenta, junta con otras normas de menor entidad la temática del refugio en la República Argentina  y que responde a las previsiones de la convención de 1.951 y al Protocolo de 1967.

Producto de la actividad desarrollada por Comité de Elegibilidad para Refugiados creado por el mencionado Decreto 464/84, desde 1985 a julio del corriente año se computan  2.210 peticiones reconocidas, 3735  peticiones denegadas de las cuales 675 se encuentran en etapa recursiva, 266 renuncias, 1694 en archivo provisorio por falta de actividad del peticionante, y 1244 en diferentes etapas previas a la resolución.

Es dable destacar que en virtud del Decreto 942/95 se exime del pago de tasa retributiva de servicio a todos los trámites que los refugiados deban efectuar ante la Dirección Nacional de Migraciones. 

PLAN NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACIÓN. ASPECTOS MIGRATORIOS.

La Cancillería Argentina juntamente con el Instituto Nacional contra la Discriminación (INADI) y la Secretaría de Derechos Humanos -Ministerio de Justicia, coordinaron la elaboración del Plan Nacional contra la Discriminación, adoptado por Decreto Nacional  1086/2005 del 8 de septiembre 2005., en seguimiento de los compromisos asumidos en la “Conferencia Mundial Contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y otras formas conexas de Intolerancia” (Durban 2001). 

Una de las características particulares de la preparación de dicho Plan es que su elaboración no se realizó exclusivamente como un proyecto académico, sino que fue fruto del trabajo interdisciplinario entre organismos gubernamentales y no gubernamentales, que participaron en su confección,
 y más de 300 entrevistas en diversos puntos del país con víctimas y grupos victimizados que sufren discriminación. A su vez, el Plan contiene una serie de propuestas concretas para la implementación de medidas en combate a la discriminación. 

PLAN NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACION. TRATA DE PERSONAS, EN PARTICULAR MUJERES.

En lo que respecta a la cuestión de la trata de mujeres, el Plan Nacional contiene algunas referencias.  en el capítulo dedicado a la discriminación por género. En él se señala que “La trata y tráfico de mujeres con el fin de prostituirlas es un negocio tenebroso que va en aumento en nuestro país. Dos redes de trata fueron descubiertas en los últimos años: una que traficaba con mujeres dominicanas y otra con mujeres paraguayas
. En general, se trata de mujeres jóvenes que son tentadas con la ilusión de conseguir trabajo en nuestro país y cuando llegan aquí se les quitan los documentos y se las reduce a condiciones de esclavitud y servidumbre sexual. También son objeto de tráfico mujeres provenientes de las provincias argentinas. No existen en nuestro país mecanismos institucionales adecuados y suficientes que se ocupen de manera sistemática de la prevención, investigación y sanción de la trata y tráfico de personas, ni tampoco de las mujeres que son explotadas sexualmente.” 

Entre las propuestas previstas en el Plan Nacional sobre el tema de la trata y tráfico de personas, se destacan las siguientes: 

p.24. “ Promover la sanción de una ley que incorpore al Código Penal la figura penal de tráfico y trata de personas según los criterios establecidos en la Convención contra la Delincuencia Transnacional Organizado y su Protocolos para Prevenir, Suprimir y Castigar el Tráfico de Personas, especialmente mujeres y niños, otorgándole el carácter federal a dichos delitos”

p. 49. “Crear una fiscalía especializada en la investigación del delito de tráfico y trata e personas, especialmente de mujeres y niños.”

P 92. “Desarrollar políticas públicas destinadas a prevenir, investigar y castigar el tráfico y la trata nacional e internacional de mujeres, garantizando la protección y la rehabilitación física y psicológica de las víctimas, mediante el establecimiento de mecanismos de reinserción laboral y económica. “

Teniendo presente la vinculación de la lucha contra la trata de personas, especialmente mujeres y niñas, con la cuestión de las migraciones, cabe señalar que la Argentina ha adoptado las siguientes medidas y normas:

La República Argentina es parte de los principales instrumentos internacionales en la materia y mantiene una activa participación en los foros internacionales -especialmente en el plano regional del MERCOSUR- en favor de una mayor cooperación y trabajo conjunto.

En el ámbito nacional, favorecemos una amplia articulación interinstitucional,  tendiente a que los distintos actores gubernamentales con competencia en el tema realicen un trabajo coordinado, optimizando capacidades y recursos. En este sentido,  a fines de 2004 se concretó un importante avance con  la  designación del Punto Focal Nacional en Trata de Personas, que recayó en la Oficina de Asistencia Integral a la Víctima del Delito, dependiente de la Procuración General de la Nación. En cumplimiento de sus funciones en este carácter, en agosto de 2005 el señor Procurador General de la Nación remitió a la Honorable Cámara de Senadores el Proyecto de Ley de Represión de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas (ref.Expte. OV  230/05)    

Entre otras acciones recientes realizadas en relación con este tema, señalamos las siguientes:

I.
Acciones en el ámbito regional – MERCOSUR 

· La trata de personas, especialmente de mujeres y niñas/os, fue considerada en la IX Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR –REM- (Asunción, 22/ 23 de mayo del 2003). Como resultado estos trabajos, se obtuvo la inclusión del párrafo 9) del Comunicado Conjunto de fecha 18 de junio de 2003, de los Presidentes del MERCOSUR, Bolivia y Chile,  cuyo texto es el siguiente:

“Manifestaron su gran preocupación por el problema creciente de la trata de personas, especialmente de mujeres y niños, el que además de constituir una violación a los Derechos Humanos, está estrechamente vinculado a amenazas tales como el tráfico ilegal de personas, el tráfico de drogas y la expansión de organizaciones criminales internacionales. En este sentido, recomendaron a las instancias competentes del MERCOSUR, incluir este tema en las agendas e iniciar un acercamiento entre las mismas, con miras a la realización de un trabajo coordinado y conjunto en esta materia.”

· En oportunidad de la XI Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR (Buenos Aires, 15/16 de abril de 2004),  por iniciativa argentina las Delegadas acordaron  “introducir la problemática de género en las áreas de frontera y pasos fronterizos, a fin de comenzar a trabajar con acciones focalizadas en esta materia, especialmente en las áreas de salud, ambiento, violencia y trata de personas.”

· En cumplimiento de este acuerdo distintos Comités de Frontera han incorporado dicha temática, en cuyo tratamiento participan las autoridades del área mujer de las localidades respectivas y la Cancillería.

· A propuesta de la XIII Reunión Especializada de la Mujer del MERCOSUR (Asunción, mayo de 2005) se incluyó en el Comunicado Conjunto de Presidentes de MERCOSUR Y ASOCIADOS del 20/6/05 el siguiente párrafo relativo al combate a este flagelo:

“Destacan la labor de las instancias competentes del MERCOSUR que abordan en sus agendas el grave delito y creciente problema de la trata de personas, especialmente mujeres y niños, con miras a lograr mediante un trabajo coordinado y conjunto el fortalecimiento de políticas para combatir este flagelo, vinculado a la expansión de organizaciones criminales transnacionales.” 

FORO DE CONSULTA Y CONCERTACIÓN POLÍTICA DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS

El Mercosur y Estados Asociados vienen avanzando en ambiciosos acuerdos en materia migratoria.  Muchos de estos acuerdos son, posteriormente, “bilateralizados” entre los diversos miembros.
Bilateralización del “Acuerdo de Residencia para Nacionales de Estado Partes del Mercosur”
Durante la “Reunión de Tratamiento de Temas Fronterizos y Migratorios entre Argentina y Brasil”, llevada a cabo en la ciudad de Buenos Aires, el 15 de julio de 2005, se trató la aplicación en forma bilateral del “Acuerdo de Residencia para Nacionales de Estado Partes del Mercosur”.

El 29 de noviembre de 2005 se firmó, en Buenos Aires, el “Acuerdo Operativo entre la Dirección Nacional de Migraciones de la República Argentina y el Departamento de Extranjeros de la República Federativa del Brasil para la aplicación del Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Parte del Mercosur”, el que entrará en pleno vigor el próximo 3 de abril de 2006.

El referido Acuerdo prevé la libre circulación y  permanencia para los nacionales de ambos países, en un plano de igualdad con el nacional del país donde reside. Asimismo, representa un cambio sustancial en la política migratoria de los países de la región, al verificarse que por primera vez se avanza decididamente en permitir la libertad de circulación y residencia para los ciudadanos de los Estados parte, invocando únicamente su nacionalidad.

Merece destacarse la importancia y el avance en materia migratoria que está llevando adelante la región, siendo oportuno señalar la necesidad de la suscripción y pronta puesta en vigencia del Acuerdo de Residencia para los nacionales del Mercosur, Bolivia y Chile.

Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria (Patria Grande).

La República Argentina, de conformidad al artículo 17 de la Ley de Migraciones N° 25871, dispuso las medidas conducentes a regularizar la situación de los migrantes extranjeros. Dicha iniciativa se plasmó en el marco del “Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria”, a través de la Disposición de la Dirección Nacional de Migraciones N° 53253/2005, siendo beneficiados todos los extranjeros nativos de los estados Parte y Asociados del Mercosur, siendo el criterio de regularización la nacionalidad del solicitante.   

Cabe señalar que Ley de Migraciones de la República Argentina (25871) y los Acuerdos de Residencia y Regularización del Mercosur, se complementan armónicamente con la Disposición de la Dirección Nacional de Migraciones N° 53253/2005 (Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria para Ciudadanos Nativos de Países Parte y Asociados al Mercosur), denominado también "Patria Grande", que tiene como criterio de regularización y residencia, la nacionalidad. Es decir, la de ser miembro nacional de un Estado parte del Mercosur o asociado a éste. 

COLOMBIA

MPC/OEA No.497

Al Honorable

Embajador FRANCISCO VILLAGRAN DE LEON

Presidente de la Comisión de Asuntos

Jurídicos y  Políticos

Ciudad

La Misión Permanente de Colombia ante la Organización de los Estados Americanos saluda muy atentamente al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos con el propósito de presentar información relacionada con las medidas recientes que sobre el tema migratorio se han adoptado en Colombia, en concordancia con los lineamientos del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.

Lo anterior, con el objeto de realizar un aporte a la Sesión Especial del 16 de marzo de 2006, cuyo objetivo es el intercambio de mejores prácticas y actividades llevadas a cabo en apoyo del Programa.

Teniendo en cuenta que el Capítulo V del Programa contempla actividades específicas, dirigidas entre otros a los Estados Miembros de la OEA (Enumeradas a partir del párrafo 33), Colombia ha desarrollado las siguientes: 

1. Párrafo 33: Colombia viene participando en diferentes foros que permiten intercambiar información sobre fenómeno migratorio, especialmente en el marco de la CAN y de la Conferencia Sudamericana para las migraciones.

De otra parte se han institucionalizado al interior del país, Comités para el manejo de la estadística migratoria y el establecimiento de indicadores comunes entre las diferentes instituciones.

2. Párrafo 34: Para facilitar el acceso a la información por parte de los migrantes, el Ministerio de Relaciones Exteriores ha publicado en su página electrónica, todo lo referente a los requisitos para los diferentes tipos de visado, resaltando que el trámite lo puede realizar directamente el interesado sin necesidad de intermediarios.

3. Párrafo 35: Para fortalecer la toma de decisión por parte del migrante, se han promovido campañas publicitarias de carácter informativo y preventivo, alertando a las personas que quieren migrar sobre los riesgos de la migración clandestina y la trata de personas. El nombre de la campaña es “Si quieres migrar, infórmate!”.

4. Párrafo 36: La constitución de Comités Interinstitucionales al interior del país, han permitido desarrollar capacidad institucional para responder a las nuevas demandas de la población migrante.

5. Párrafo 37: Colombia es parte de diversos tratados sobre derechos humanos, no sólo a nivel interamericano sino a nivel de Naciones Unidas. 

6. Párrafo 38: Colombia es parte de la Convención de la Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, desde el año 2003.

7. Párrafo 39: La legislación colombiana se reformó en el año 2004, para buscar ajustarla a las normas internacionales en materia de protección a los trabajadores migrantes.

8. Párrafo 40: Se han revisado las prácticas migratorias y esto conllevó a una reforma del estatuto de visas.

9. Párrafo 41: Se esta trabajando en identificar los aspectos relevantes y las entidades competentes para capacitar a los funcionarios de las diferentes entidades que abordan el tema migratorio. Actualmente se adelantan cursos sobre migraciones para los funcionarios de la Cancillería.

10. Párrafo 42: Colombia es parte de la Decisión 503 de la Comunidad Andina que propende por la utilización de los documentos nacionales como requisito para ingresar a los demás países de la región, y de la Decisión 545 que constituye el instrumento andino de migración laboral.

11. Párrafo 43: En el año 2001 se suscribió el Acuerdo entre Colombia y España relativo a la regulación y ordenación de los flujos migratorios laborales, el cual ha tenido excelentes resultados para ambos países en su aplicación.

12. Párrafo 44: Colombia realizó programas de retorno voluntario para el caso de personas altamente calificadas y el proceso fue liderado por Conciencias. Sin embargo no ha tenido el éxito esperado.

13. Párrafo 45: Hasta el momento no se han elaborado programas de información y asistencia dirigidos a migrantes retornados.

14. Párrafo 46: En Colombia se sigue el debido proceso en los procedimientos migratorios.

15. Párrafo 47: En Colombia de acuerdo con la Constitución Nacional, el extranjero tiene un trato igual al del nacional en materia de acceso a la justicia. Igualmente cabe resaltar que el país es parte de la Convención sobre los derechos de los trabajadores migrantes y sus familias.

16. Párrafo 48: Colombia expide documentos a sus nacionales en las oficinas consulares en el exterior, y recientemente ha lanzado la tarjeta de registro consular para dar constancia a los nacionales de que se encuentran registrados en el Consulado, de conformidad con lo establecido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.

17. Párrafo 49: Colombia promueve la protección de los derechos de sus migrantes y su legislación interna permite a los consulados contratar servicios de asesoría legal localmente, lo cual redunda en una orientación en debida forma a sus nacionales.

18. Párrafo 50: Se han adelantado programas en la escuela primaria y secundaria sobre los ejes transversales de derechos humanos, haciendo énfasis especialmente en la tolerancia, pero sin estar enfocado específicamente al tema migratorio.

19. Párrafos 51 y 52: Se han suscrito acuerdos interinstitucionales entre la Policía Nacional de Colombia con sus homólogas en la región, para el intercambio de información en la lucha contra el delito transnacional.

20. Párrafo 53: Colombia desarrolló con apoyo de la OIM, un formato especial de denuncia para las víctimas de trata, con el fin de poder judicializar a los responsables de este delito. El formato fue remitido a las representaciones consulares, para ser diligenciado en aquellos casos en que las víctimas solicitan la protección para regresar y voluntariamente presentan la denuncia.

21. Párrafo 54: Colombia adelantó un seminario sobre remesas auspiciado por la OIM, al cual convocó a las casas de cambio y al sector bancario, con el fin de impulsar la competencia entre los distintos actores del sector financiero. Esto ha redundado en una baja en el costo de las remesas. Igualmente se eliminó el impuesto de retención en la fuente, que tenía un costo del 3% sobre el valor del envío.

22. Párrafo 55: El Gobierno de Colombia ha desarrollado un mecanismo para permitir la  canalización de aportes voluntarios en tiempo, dinero o especie, dirigido a proyectos sociales en educación, saneamiento básico, salud y auxilio para las víctimas del conflicto, a través de un portal privado llamado “Conexión Colombia”.

23. Párrafo 56: Colombia ha suscrito acuerdos de seguridad social con España, Uruguay y Chile, los cuales actualmente se encuentran en trámite en el Congreso de la República.

24. Párrafo 59: En Colombia, los migrantes tienen acceso pleno a la justicia. 

25. Párrafo 60: En Colombia se presta asistencia de emergencia a todas las personas.

26. Párrafo 61: Colombia esta trabajando en la zona de frontera para permitir al acceso a la educación a los menores que lo soliciten, sin importar la nacionalidad.

27. Párrafo 63: Colombia cuenta con el Programa de Promoción de Comunidades Colombianas en el Exterior, que brinda apoyo a actividades culturales de sus connacionales con algunos recursos del Estado.

28. Párrafos 64 y 65: Constitucionalmente los extranjeros en Colombia tienen el mismo trato que los nacionales en cuanto a sus condiciones laborales.

Esperamos que esta información sea de utilidad para los participantes en la Sesión Especial y para las áreas responsables del seguimiento al Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes.

La Misión Permanente de Colombia ante la Organización de los Estados Americanos aprovecha la oportunidad para reiterar al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos las seguridades de su distinguida consideración.

Washington, marzo 15 de 2006

MÉXICO
INFORME SOBRE LA INSTRUMENTACIÓN EN MÉXICO DE ALGUNAS DE LAS ACTIVIDADES ESPECIFICAS OPCIONALES CONTENIDAS EN EL “PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO A LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIAS” DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS

La siguiente información se refiere a las acciones que el Gobierno de México ha desarrollado en el marco de diversos Programas, de los cuales resalta el Programa Nacional de Derechos Humanos de los Migrantes, así como en otras iniciativas institucionales y de protección a migrantes que coinciden con algunas de las actividades específicas opcionales sugeridas a los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA) en el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos de los Migrantes.

Intercambiar información en torno al fenómeno migratorio, sus características, dimensión, estadísticas e implicaciones. Mejorar los sistemas de información estadística y fomentar el intercambio de información y buenas prácticas mediante el uso de tecnologías de información y de comunicación. 

En la página electrónica del Instituto Nacional de Migración (www.inami.gob.mx) se incluye una sección sobre "Estadísticas Migratorias" que reúne información generada en las Delegaciones Regionales y Locales del Instituto en todo el país y presenta datos anuales y mensuales sobre las principales variables migratorias. Se presentan estadísticas sobre Registro y Control Migratorio; Regulación Migratoria; Rechazos, Aseguramientos y Devoluciones; Protección a Migrantes y Repatriación de Mexicanos de Estados Unidos. 

El 27 de diciembre de 2005 la Secretaría de Gobernación, el Instituto Nacional de Migración (INM), el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) suscribieron el Convenio de Cooperación para la Ejecución del Proyecto “Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica - SIEMMES” cuyo objetivo principal es brindar información que permita conocer y monitorear la magnitud y las características de los movimientos internacionales de población que se producen entre los países de la Región Mesoamericana, así como de aquellos que se producen hacia y desde la Región.

Asimismo, en enero de 2001 se comienza a desarrollar el Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Centroamérica (SIEMCA), que fue diseñado y ejecutado por la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), con la colaboración de la CEPAL a través del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (CELADE).

A partir de abril de 2005 el SIEMCA se trasforma en el Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en Mesoamérica (SIEMMES). Con la incorporación de México, el SIEMMES busca consolidar los resultados ya obtenidos por el SIEMCA, al mismo tiempo que busca completar y profundizar la producción de información para los países centroamericanos y México, garantizando su sostenibilidad futura.

La información que contiene el SIEMMES surge a partir de la articulación y compatibilización de los datos generados por distintas fuentes de los países: Registros de Entradas y Salidas Internacionales, Censos de Población y Encuestas a Hogares. A través de un conjunto de cuadros y gráficos estadísticos se muestran los indicadores más destacados para caracterizar los procesos migratorios y se ofrece al usuario la posibilidad de obtener información mediante diversas formas de búsqueda.

Facilitar el acceso a la información pública a los migrantes, de acuerdo al derecho interno.

Fortalecer a los migrantes para la toma de decisiones informadas mediante la difusión de información sobre los medios legales para la migración, y los peligros relacionados con el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas.

Se llevó a cabo la realización del documental “Del Sur al Norte”, coproducido por el INM y la Promoción de los Derechos Humanos A.C. con el objetivo desincentivar la migración e informar a los migrantes sobre la situación geográfica y climatológica de las zonas por donde cruzan y prevenir posibles decesos. Dicho material es distribuido a través de las Delegaciones Regionales del INM, la Coordinadora Nacional de Oficinas de Atención a Migrantes, las Embajadas centroamericanas (para la difusión en sus países) y de audiencias cautivas. Asimismo, dicho material fue distribuido a los Cónsules centroamericanos para su distribución en sus países. Se repartieron 306 copias del documental.

Durante el primer trimestre de 2004 se entregaron 200 copias del documental “Del sur al Norte” y 250 copias del reportaje “Grupos Beta”, a la empresa Autobuses de Oriente (ADO) y Servicios Coordinados para su difusión gratuita a través de las 400 estaciones con las que cuentan en el sur y sureste del país. El video-reportaje “Grupos Beta”, fue producido por el Canal 22 para el programa titulado “Conexión México”, producción televisiva que pretende reflejar las realidades de los migrantes en ambas partes de la frontera norte.

Asimismo, se llevó a cabo la producción de 50 videos (copias) de dos minutos que contienen los spots de “Denuncia Coyotes” sobre tráfico de personas, “Grupos Beta” y “Sásabe” Grupo Beta de nueva creación en el Estado de Sonora del Programa de Protección a Migrantes, a fin de hacerlos llegar al cuerpo Consular Acreditado en México.

Se reprodujeron 100 copias del video de 8 minutos titulado “Autobuses” para el Programa de Protección a Migrantes, entregados a las coordinaciones de Delegaciones y de Control y Verificación Migratoria.

Se realizó la producción de un video de aproximadamente 3 minutos titulado “Repatriación Voluntaria”, para promover la aceptación del Programa de Repatriación Voluntaria, y para trasmitirse a audiencias cautivas.

En materia de prevención y orientación, en los meses de febrero, abril, agosto y octubre, se dotó a los Grupos Beta de 260,000 Cartillas de Derechos Humanos y 270,000 Trípticos Preventivos sobre riesgos, para ser distribuidos entre los migrantes.

La Secretaría de Gobernación, a través del Instituto Nacional Migración (INM), realizó una edición especial de 3,000 ejemplares de la Convención que fue distribuida para su conocimiento y cumplimiento entre el personal, tanto de SEGOB como del INM. 

El INM está difundiendo 5,000 ejemplares de un tríptico informativo para dar a conocer las principales disposiciones de la Convención entre la población migrante, y los servidores públicos que por sus funciones colaboran con el INM en la aplicación de las leyes migratorias. Cabe mencionar que en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM) se ha exhortado, en diversas ocasiones, a los países miembros a ratificar la Convención.

Considerar la firma, ratificación o adhesión a todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos, y tomar medidas concretas a nivel nacional para promover y fortalecer el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas, incluyendo, entre otros, aquellos que corresponden a las mujeres, niños, ancianos, pueblos indígenas, migrantes y sus familias, repatriados, discapacitados y los que pertenecen a otros grupos vulnerables. 

En el ámbito interamericano, México apoyó en las resoluciones AG/RES. 1404 XXVI-O/96 y AG/RES 1480 XXVII-O/97, de 1996 y 1997 la creación de la Relatoría Especial para los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

En la resolución AG/RES.2027 (XXXIV-O/04), “Los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus Familias”, aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos el 8 de junio de 2004, se observan los mismos criterios que sirven de base para las resoluciones respectivas de Naciones Unidas. 

Cabe destacar que la resolución invita a los Estados a considerar la posibilidad de invitar al Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a que visite sus países a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

En este sentido y accediendo a la invitación del Gobierno mexicano, la Relatoría de Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos visitó México entre el 25 de julio y el 1º de agosto de 2002, con el objetivo de recabar información sobre la situación de los trabajadores migratorios. 

Durante su estadía, los funcionarios de la Relatoría visitaron tres ciudades: Ciudad de México, Tapachula y Ciudad Juárez, así como diversos puntos de la frontera entre México y Guatemala y de la frontera norte entre México y Estados Unidos. La delegación de la Relatoría sostuvo reuniones con diversos funcionarios de gobierno y representantes de organizaciones de la sociedad civil. 

En su informe, la relatoría formuló una serie de recomendaciones al Gobierno de México, mismas que hasta la fecha están siendo revisadas para su efectiva implementación.

Dicha resolución también exhorta a los Estados Miembros de la OEA a que participen constructivamente en la Conferencia Internacional del Trabajo, con miras a lograr consensos en el examen del tema “Debate General sobre Trabajadores Migrantes con un Enfoque Integral”.

Por otra parte, México solicitó el 9 de diciembre de 1997 a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, una Opinión Consultiva sobre las obligaciones que establece el derecho internacional en relación con el derecho a la asistencia consular en los casos de extranjeros detenidos por autoridades de un Estado receptor.

La consulta se relacionaba con las garantías judiciales mínimas y el debido proceso legal en el marco de la pena de muerte, impuesta judicialmente a extranjeros a quienes el Estado receptor no había informado de su derecho a comunicarse y a solicitar la asistencia de las autoridades consulares del Estado de su nacionalidad. 

En respuesta a la solicitud de México, el 1º de octubre de 1999, la Corte emitió la Opinión Consultiva OC-16/99, que concluye que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares reconoce al detenido extranjero derechos individuales, entre ellos el derecho a la información sobre la asistencia consular, a los cuales corresponden deberes correlativos a cargo del Estado receptor. Asimismo, la Corte concluyó que este artículo concierne a la protección de los derechos del nacional de otro Estado y está integrado a la normativa internacional de los derechos humanos. 

Los elementos utilizados en la OC-16, sirvieron como una de las bases para los argumentos de México en el Caso Avena, antes mencionado.

Asimismo, con base en la preocupación del Gobierno por que se otorgue un trato justo a los migrantes mexicanos (documentados o indocumentados) que se encuentran en otros países, México nuevamente solicitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos una opinión consultiva para que la Corte estableciera los lineamientos para la relación de los Estados con los migrantes, en cumplimiento con las obligaciones fijadas en las normas internacionales de derechos humanos. 

En respuesta a esta solicitud, el 17 de septiembre de 2003, la Corte emitió la Opinión Consultiva 18 (OC-18/03), que especifica que los migrantes deberán ser respetados en sus derechos humanos, independientemente de su condición migratoria legal o ilegal. La Opinión sostiene que la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación de un Estado para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral.

Por otro lado, México impulsó activamente la elaboración del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias.

Es importante destacar que México ha sido uno de los principales promotores de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, desde que el Gobierno mexicano sometió el tema al debate de la Asamblea General de la ONU en 1980. El Estado mexicano firmó dicho instrumento el 22 de mayo de 1991 y lo ratificó el 8 de marzo de 1999 y la Convención fue promulgada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de agosto de este último año, entrando en vigor el 1º de julio de 2003. 

El órgano de vigilancia de la Convención es el Comité de Derechos Humanos de Todos los Trabajadores Migratorios y miembros de sus familias. Dicho Comité está integrado por 10 expertos entre ellos el Dr. Francisco Alba de nacionalidad mexicana.

Asimismo, el 18 de noviembre de 2005, el Gobierno de México presentó su Primer Informe al Comité de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias, sobre la aplicación de dicha Convención.

El 16 de junio de 2004, el Instituto Nacional de Migración organizó el Taller de diálogo en seguimiento a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, en el cual el gobierno, la academia y la sociedad civil dialogaron acerca del cumplimiento, en México, de los compromisos contraídos en esta Convención.
El 26 de abril de 2004, el Instituto Nacional de Migración (INM) y el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES), firmaron un Convenio General de Colaboración, con el objetivo de fortalecer las acciones encaminadas a la promoción, protección, respeto y difusión de los derechos humanos de las mujeres migrantes nacionales y extranjeras. 

En el marco de dicho Convenio General se realizaron Foros Regionales sobre Mujeres Migrantes y Derechos Humanos, así como una campaña permanente de difusión de los derechos humanos de las mujeres mexicanas que viven y/o trabajan en los Estados Unidos, y para las mujeres que viven en las comunidades de origen: Foro: “Las mujeres y la Migración Internacional en la Frontera Sur” (4 y 5 de noviembre de 2004, en Tuxtla Gutiérrez, Chis.); Foro: “Migración Interna” (2 y 3 de diciembre de 2004, en Guanajuato, Gto.)

El 1 de junio de 2005 se estableció la “Mesa Interinstitucional de Género y Migración”, coordinada por el INMUJERES y el INM e integrada por diversas dependencias de la Administración Pública Federal y organizaciones de la sociedad civil. El objetivo de dicha mesa es coadyuvar a la coordinación de políticas, programas, proyectos y acciones interinstitucionales, e interestatales integrales y conjuntas, que garanticen el respecto y la promoción de los derechos humanos de las mujeres afectadas por fenómenos migratorios.

Se han llevado a cabo las Jornadas Binacionales de Capacitación en Género y Migración Internacional (Frontera Sur), el 15 y 16 de junio de 2005, en Cancún, Quintana Roo; y del 10 al 11 de agosto de 2005, las Jornadas Binacionales de Capacitación en Género y Migración (Frontera Norte), en Ciudad Juárez, Chihuahua. El objetivo de dichos eventos es sensibilizar, desde la perspectiva de género y derechos humanos, al personal de las instancias públicas y privadas vinculadas en la atención de las mujeres afectadas por el fenómeno migratorio; y promover mediante acciones de capacitación, la incorporación de la perspectiva de género en las políticas, planes y programas de instancias gubernamentales, organizaciones no gubernamentales y asociaciones de mexicanos en el extranjero.

En la 3ª reunión de trabajo de la Mesa Interinstitucional, el 26 de agosto de 2005, se acordó realizar la Jornada Nacional de Migración y Género: Origen, Tránsito y Destino, en la ciudad de Guanajuato, Guanajuato, del 8 al 10 de noviembre de 2005. El objetivo de dicho evento es abrir un espacio de reflexión y análisis en torno de la problemática que enfrentan las mujeres migrantes, así como las que viven en zonas de alta movilidad migratoria, a fin de elaborar propuestas e iniciativas de políticas públicas sobre migración interna con perspectiva de género, que contribuyan al desarrollo de estrategias y programas dirigidos a mujeres afectadas por el fenómeno migratorio en México.

El Programa Interinstitucional de Atención a Menores Fronterizos opera desde 1996, coordinado por el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF), con la participación del INM y la SRE, con el objetivo de atender de manera integral la problemática de riesgo que enfrentan los menores en condiciones de vulnerabilidad, radicados en la franja fronteriza entre México y los Estados Unidos. Por lo anterior, se otorga la atención y el respeto a sus derechos humanos desde el momento de su aseguramiento hasta su integración al núcleo familiar o comunidad de origen. 

El Programa Interinstitucional integra una red de 22 albergues de tránsito a lo largo de la frontera norte, en la que participan los tres niveles de gobierno y organizaciones de la sociedad civil, para la atención de los menores migrantes repatriados.

Considerar la firma, ratificación o adhesión a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos Adicionales. 

México impulsó la adopción de la Convención de Palermo y sus Protocolos complementarios, los cuales se encuentran en vigor. El 4 de marzo de 2003, México depositó ante el Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas los instrumentos de ratificación de la Convención contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y de dos de sus Protocolos complementarios relativos al tráfico ilícito de migrantes y a la prevención y sanción de la trata de personas, especialmente mujeres y niños. 

Actualmente se encuentra en un proceso interno para armonizar las disposiciones de dichos instrumentos internacionales en la legislación y práctica federales y estatales, así como difundirlas a nivel nacional.

Capacitar a los funcionarios públicos que desempeñan funciones relacionadas con la migración sobre el marco jurídico migratorio, la protección de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, las condiciones de vulnerabilidad de los migrantes y sus familias, la identificación y protección de refugiados y potenciales solicitantes de asilo, y la forma en que operan las redes de tráfico ilícito de migrantes y de trata de personas, y la identificación y asistencia a las víctimas. 

El INM realiza periódicamente cursos de capacitación técnica para oficiales y personal administrativo enfocados a la protección de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, con un especial énfasis en los derechos de las mujeres migrantes. Así por ejemplo, los días 9 y 10 de diciembre de 2003 se llevó a cabo el Taller sobre los Derechos Humanos de las Mujeres y Menores Migrantes, en Veracruz. El objetivo de dicho taller fue proporcionar las herramientas básicas en materia de derechos humanos, con un enfoque de género, a los servidores públicos que por sus funciones son responsables de la atención a los migrantes.

En 2003, el Colegio de la Frontera Norte realizó una evaluación del Programa Paisano, el que indicaba un 98% de satisfacción del servicio proporcionado por el Programa. Sin embargo, aún es necesario trabajar en ampliar la difusión e información preventiva en Estados Unidos; la participación de la sociedad civil; una mayor capacitación y sensibilización de funcionarios públicos; y, generar confianza entre los paisanos para que presenten sus quejas y se pueda dar un puntual seguimiento de éstas.

De manera paralela, el INM está trabajando en la capacitación de sus funcionarios sobre la aplicación práctica de la citada Convención de Viena, a fin de evitar que los derechos de los trabajadores migrantes sean vulnerados.
El INM ha suscrito dos convenios de concertación con la Cruz Roja. El primero referente a la realización de cursos de capacitación y adiestramiento para el personal de los Grupos Beta de Protección a Migrantes; el segundo señala que la Cruz Roja será la encargada de revisar las condiciones de salud de cada asegurado en toda la República.

La capacitación del Grupo Beta es continua y permanente. Durante el 2003, se llevaron a cabo 19 cursos en los cuales se capacitó a 125 Agentes Protectores de Migrantes, entre los que destaca: 1) Segunda Academia Binacional impartida por la Border Patrol (Borstar), incluyendo temas como: primeros auxilios, salvamento, búsqueda y rescate, rescate acuático, resucitación cardio-pulmonar y técnicas de defensa personal; 2) Ética y Valores, Mística en el Servicio Público, impartido por el ITAM y 3) Seminario sobre Derechos Humanos impartido por el INM. En 2004 se capacitaron a un total de 355 agentes Beta en 59 cursos, abarcando temas como: Primeros Auxilios, Rescate Acuático, Resucitación Cardio-pulmonar, Rappel, Derechos Humanos, Deshidratación, Lipotimia y Coma, Trabajo en Equipo y Ética del Servidor Público. Cabe destacar, que en los meses de marzo y abril de 2004, se llevó a cabo el “Diplomado Operativo de Protección y Salvamento de Migrantes”, realizado en 2 eventos, con duración de 19 días cada uno, en donde se capacitó a 60 agentes Beta en cuestiones sustantivas como primeros auxilios, búsqueda y rescate, urgencias médicas, defensa personal, derechos humanos, garantías individuales y ética del servidor público, estableciéndose a partir de éste, el refrendo permanente de conocimientos, con prácticas semanales al interior de cada grupo, con apoyo en materiales video grabados proporcionados por la Patrulla Fronteriza.

El 20 de julio de 2005, la Coordinación de Delegaciones del INM impartió en la ciudad de Guatemala el Seminario sobre el funcionamiento de los Grupos Beta. Asistieron 34 funcionarios de la Dirección General de Migración, del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Procuraduría de Derechos Humanos de Guatemala.

Desarrollar programas dirigidos a promover la migración autorizada y los acuerdos de trabajadores migratorios.

Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales México-Canadá. Este programa inició en 1974 con la firma del “Memorándum de Entendimiento y del Acuerdo para el Empleo Temporal de Trabajadores Agrícolas”. Su objetivo es documentar a trabajadores agrícolas migratorios temporales mexicanos y enviarlos a trabajar a Canadá, asegurándoles una contratación que comprenda los derechos laborales correspondientes. 

En el Programa participan las siguientes dependencias: Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), realiza la selección de los trabajadores y vigila el oportuno cumplimiento de las requisiciones de los empleadores canadienses así como la elaboración de los documentos de cada uno de ellos; Secretaría de Salud (SSA), practica los estudios médicos que el trabajador requiere para ser considerado apto en las labores agrícolas que desempeñará; Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), coordina el Programa a través de las Representaciones Diplomáticas y Consulares en Canadá, expide los documentos de viaje para los trabajadores y en coordinación con las líneas aéreas que los transportan, vigila y apoya su traslado a Canadá, y Secretaría de Gobernación (SEGOB)-Instituto Nacional de Migración (INM), elabora el documento de identificación para la persona que el trabajador migratorio designe como beneficiario, con base en el Formato Único del Trabajador (FUT), elaborado por la STPS. En el pasaporte vigente del interesado se imprime el sello de autorización para salir del país. Asimismo apoya en el llenado de la Forma Migratoria Estadística para Mexicanos (FME).
Para documentar a los trabajadores agrícolas se clasifican en: nominales, son los que ya han cumplido en años anteriores contratos de trabajo con un empleador determinado; seleccionados, son aquellos trabajadores que la STPS asigna por primera vez; y sustitutos, son aquellos que cubren las plazas de los nominales que por determinadas circunstancias no viajaron a Canadá.

Los principales estados de origen de los trabajadores son: estado de México, Tlaxcala y Puebla. Las principales provincias canadienses de destino son Ontario, Québec, Manitoba y Alberta. La mayoría de los trabajadores arriban a Canadá durante el verano y algunos desde febrero. Su estancia máxima es de 8 meses. De manera acumulativa, desde la fecha del establecimiento del programa a noviembre de 2005, han participado 134,518 trabajadores agrícolas mexicanos.

Programa de documentación para la seguridad jurídico-migratoria de los trabajadores agrícolas guatemaltecos. El Instituto Nacional de Migración instrumentó el Programa en 1997 con el objetivo de proporcionar la Forma Migratoria para Visitante Agrícola (FMVA), con la cual se autoriza su internación y las actividades que realizarán, bajo la calidad y característica migratorias de no inmigrantes visitantes (Artículo 42 fracción III de la Ley General de Población).

Se expide en todos los puntos de internación del Estado de Chiapas; no causa pago de derechos y su titular puede permanecer en dicho estado hasta por un año, con prerrogativa de entradas y salidas múltiples durante su vigencia. Su portador está autorizado a trabajar únicamente en la finca o ejido determinada y con el empleador señalado. Igualmente autoriza el libre tránsito a su portador sólo en el Estado de Chiapas.

Actualmente el gobierno de México está llevando a cabo negociaciones con las autoridades guatemaltecas a fin de establecer mecanismos ágiles que permitan atender, bajo una perspectiva multidisciplinaria y de corresponsabilidad, las necesidades de estos trabajadores agrícolas. Para el año 2004 se registraron 42,895 visitantes agrícolas. De enero a octubre de 2005 se registraron 36,697.

Promover y ejecutar programas de repatriación voluntaria como alternativa a la deportación o expulsión.

El 17 de mayo de 2005 se firmó el “Acuerdo entre para la Repatriación Ordenada, Ágil y Segura de Migrantes salvadoreños vía terrestre desde México”. Su objetivo es establecer las bases que permitan el retorno ordenado y seguro de los migrantes, de nacionalidad salvadoreña, asegurados en territorio mexicano; establece un trato especial a grupos vulnerables, como menores de 18 años, personas con capacidades especiales, adultos mayores de 60 años o víctimas de trata.

El 10 de junio de 2005 inició el “Programa de Repatriación Voluntaria al Interior” México-Estados Unidos, en la región Sonora-Arizona, cuyo objetivo es avanzar en la consecución de un flujo de personas entre ambas naciones que asegure el respeto de los derechos humanos de los connacionales. Se mantiene la voluntariedad como principio básico, es decir, la aceptación expresa del connacional ante la autoridad estadounidense y confirmada ante el cónsul mexicano de ser repatriado a su lugar de origen en territorio nacional. Asimismo, se da especial énfasis a la atención de los connacionales “en riesgo” como: ancianos, menores de edad, discapacitados, débiles o enfermos, mujeres embarazadas y nacionales mexicanos que han sido rescatados previamente del desierto.

El 28 de junio de 2005 se firmó una nueva versión del “Acuerdo para la Repatriación Segura y Ordenada de nacionales guatemaltecos, salvadoreños y hondureños en las fronteras de México y Guatemala”. Establece las bases para el retorno ordenado y seguro. Ambos países se comprometen a atender las necesidades básicas de los migrantes.

Expedir documentos de identidad a los migrantes por parte de los Estados de origen en sus representaciones consulares

Desde 1871, el registro de matrícula consular mexicana es un registro oficial del gobierno de México para registrar a sus ciudadanos en el exterior. La emisión de estos documentos es reconocida en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. Los Consulados mexicanos han otorgado estos certificados a sus nacionales en el extranjero. 

En marzo de 2002, el gobierno mexicano diseñó una nueva versión de matrícula consular: la Matrícula Consular de Alta Seguridad (MCAS) y comenzó su promoción entre la comunidad mexicana radicada en Estados Unidos. 

Además de servir como registro oficial, la matrícula consular mexicana se utiliza como documento de identificación para los mexicanos en el exterior, por ejemplo, ante oficinas de gobiernos estatales y departamentos de policía; para abrir cuentas bancarias e inscribirse en bibliotecas públicas y, en algunos estados, para tramitar la licencia de manejo. La utilización de la matrícula consular desencadena una serie de transacciones económicas positivas y permite el acceso a un sinnúmero de trámites de la vida diaria. 

Todas las matrículas consulares son emitidas por un periodo de 5 años. Para 2007, se tiene previsto reemplazar las matrículas consulares antiguas por MCAS. A partir de marzo de 2002, en las MCAS se ha incorporado nueva tecnología de punta y nuevas medidas de seguridad, para evitar su falsificación.

El gobierno de México ha desarrollado una base de datos en la cual los consulados pueden tener mayor control de las MCAS. Los empelados consulares han recibido capacitación para detectar los errores típicos de los falsificadores y verificar la información del particular al solicitar la MCAS.

Con el lanzamiento de las nuevas medidas de seguridad, de marzo de 2002 a julio de 2004, el gobierno mexicano ha emitido 2, 214,738 MCAS.

Actualmente, 377 Ciudades, 163 Condados y 33 Estados, así como 178 instituciones financieras y 1180 departamentos de policía en Estados Unidos aceptan las MCAS como una identificación válida. 

Las MCAS se han convertido en un instrumento importante para obtener servicios financieros de instituciones que tiene implicaciones positivas en la vida cotidiana. Además las MCAS ayudan a prevenir los delitos, al reducir los canales informales como mercados negros. Las MCAS ayudan a las corporaciones policíacas, al facilitar la comunicación con las comunidades migrantes, asegurando que las personas que denuncian o que son testigos de delitos no tengan miedo a ser deportados. Asimismo, facilita la identificación de personas. Las MCAS reducen la vulnerabilidad de los migrantes a ser víctimas de delito. Antes de ser aceptadas como documentos de identidad en instituciones financieras, los trabajadores indocumentados eran obligados a guardar sus ganancias en efectivo, haciéndolos blanco fácil de delitos como el robo.

El 16 de julio de 2003, la Cámara de Representantes de Estados Unidos aprobó una enmienda que exige al Departamento de Estado regular el uso de las MCAS como instrumento válido de identificación en ese país.

El 1° de octubre de 2003, el Departamento del Tesoro de Estados Unidos defendió en el Congreso su decisión de permitir que los bancos americanos reconozcan como identificación la MCAS.

Aunado a lo anterior, desde el 16 de abril de 2004, la asociación de compañías de cuidado a la salud, Blue Cross, acepta la MCAS como documento válido de identificación y promueve, a través del Consulado mexicano en Fresno, California servicios de salud entre sus portadores. Gracias a esta decisión, los migrantes mexicanos sin número de Seguro Social podrán acceder a servicios médicos mediante el uso de su MCAS.

Ofrecer campañas de información pública masiva y programas de enseñanza básica y media sobre la no discriminación y la comprensión de la contribución y valoración de los migrantes y sus familias a las sociedades de origen y de destino

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED), fue publicada el 11 de julio de 2003. En el texto de la Ley, reitera la prohibición de discriminar por cualquier motivo a la persona y se promueve una nueva cultura de reconocimiento y combate a la discriminación y de respeto irrestricto y universal de los derechos humanos. 

Para lograr la aplicación de la LFPED se estableció un Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED), mismo que tiene por objetivo llevar a cabo acciones para prevenir y eliminar la discriminación y formular y promover políticas públicas para la igualdad de oportunidades y de trato en favor de las personas. Este organismo cuenta con un Consejo Consultivo y una Junta de Gobierno que contemplan una participación tanto gubernamental como ciudadana, la cual recibe e investiga las quejas, en el caso de que se trate de un acto discriminatorio cometido por un particular, o bien reclamaciones en el caso de que sea un servidor público o una autoridad federal quien haya cometido el acto discriminatorio en ejercicio de sus funciones,  a que haya lugar por presuntos actos discriminatorios cometidos por particulares o por servidores públicos y autoridades federales en el ejercicio de sus funciones. 

El Consejo puede dictar medidas administrativas a aquellas personas o instituciones, incluyendo a servidores públicos que resulten responsables por actos discriminatorios. La imposición de estas medidas administrativas a los particulares se sujetará a que éstos se hayan sometido al convenio de conciliación correspondiente. 

Además, el Código Penal para el Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del D.F. el 16 de julio de 2002, establece en el Título Décimo denominado “Delitos contra la dignidad de las personas” un tipo penal relativo a la “Discriminación”, el cual dispone una sanción de uno a tres años de prisión y de 50 a 200 días de multa al que veje o excluya a alguna persona o niegue y restrinja derechos laborales. 

Igualmente, México forma parte de los siguientes instrumentos internacionales relevantes que garantizan la no discriminación: Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

En materia migratoria, organizaciones de la sociedad civil han manifestado su inquietud por considerar que la legislación en la materia tiende a ser discriminatoria al restringir el derecho de acción en materia civil sobre procedimientos de divorcio entre extranjero/as y matrimonio entre extranjero/as y mexicanos/as, en particular el artículo 67 de la LGP, el cual refiere que para realizar cualquier acto jurídico ante una autoridad federal, local, municipal o notario público, el extranjero debe acreditar su legal estancia en el país. No obstante, el espíritu de dicha disposición pretende evitar que el extranjero cometa o sea víctima de ilícitos como la falsificación de documentos, el tráfico y la trata de personas, en especial los denominados matrimonios serviles

Proveer mecanismos adecuados para los procesos de denuncia y queja presentados por los migrantes y las organizaciones de la sociedad civil por violencia y presuntas violaciones de los derechos humanos, sin perjuicio del derecho de acceder a los mecanismos de protección aplicables de los sistemas interamericano y universal

Asimismo, se ha puesto en marcha un mecanismo de supervisión periódica por parte de personal del sector central, principalmente en las estaciones migratorias más aisladas. Como parte de dicho mecanismo se instaló el 1° de agosto de 2003, a petición del Instituto Nacional de Migración, una oficina permanente dentro de la estación migratoria de Iztapalapa para personal de la CNDH. En la estación migratoria de Tapachula se contará con una oficina permanente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDH).

Con respecto al envío de remesas, tomar acciones concretas para promover el establecimiento, lo antes posible, de las condiciones mecesarias con miras a alcanzar la meta de una reducción de por lo menos la mitad del costo promedio regional de esas transferencias, de ser posible, a más tardar en el 2008. Asimismo, según sea necesario y apropiado, adoptar medidas ateles como la promoción de la competencia entre los prestadores de estos servicios, la eliminación de obstáculos normativos y otras medidas restrictivas que afectan el costo de estas transferencias, así como el uso de nuevas tecnologías, manteniendo normas de supervisión financieras efectivas
México no impone restricción alguna a la transferencia de fondos internacionales y ha procurado que la instauración de pagos internacionales sea más eficiente.

La Reserva Federal de los Estados Unidos de América y el Banco de México (BANXICO) establecieron un sistema de “Transferencia Electrónica de Fondos Internacionales (TEFI),” mismo que recientemente entró en operación para transferencias de EUA a México y se espera que en el 2005 funcione de manera bi-direccional para proveer una manera sencilla, segura y barata de transferencias por medio de cuentas de bancos entre ambos países.

México y EUA incluyeron el tema de las remesas en su iniciativa bilateral “Sociedad para la Prosperidad”, creada a finales del 2001 y encaminada fundamentalmente a incrementar la competencia a fin de reducir los costos de dichas transferencias y vincularlas con proyectos productivos. Entre los principales logros de dicha iniciativa destacan: la reducción del costo promedio de las remesas entre 1999 y 2003 de 31 a 14 dólares por transacción, encontrándose hoy alternativas alrededor y por debajo de los diez dólares; la creciente incorporación de los migrantes mexicanos al sector financiero formal de los EUA mediante el uso de la matrícula consular mexicana como identificación; la ampliación y diversificación de productos y servicios financieros innovadores; y la diseminación periódica de información del tipo de cambio y costo de los servicios de envío de remesas. 

En 2002, el BANXICO emitió una serie de reglas a las que deberán sujetarse las instituciones de crédito y las empresas que presten el servicio de transferencia de fondos. De esta manera, BANXICO obliga a los prestadores de estos servicios a proporcionar información a fin de transparentarlos y mejorar la contabilidad. Durante 2003, cerca del 98% del total de las remesas hacia México, fueron enviadas por canales formales. Se siguen realizando esfuerzos para hacer más eficientes y efectivas las transacciones formales, a fin de incorporar a los migrantes y a sus familias al sistema financiero con el objeto de que sean beneficiados por la reducción de los costos y puedan canalizar sus recursos a proyectos productivos.

Cabe mencionar que las remesas aumentaron 35.16% en el 2003 en comparación con el año anterior. Los mexicanos residentes en Estados Unidos enviaron a México un récord de 13,265 millones de dólares en el 2003 y más de 16,000 millones de dólares en 2004, con lo que las remesas se consolidaron como la segunda fuente de ingresos externos para México. 

Para fomentar los lazos de identidad de los mexicanos radicados en el exterior hacia sus comunidades de origen, promover el uso productivo de las remesas y las iniciativas de los migrantes, contribuyendo al desarrollo de sus comunidades de origen, el gobierno federal puso en marcha en el 2002 el “Programa Iniciativa Ciudadana 3X1” (Programa 3x1), mediante el cual se busca apoyar y fortalecer las iniciativas ciudadanas para concretar proyectos que conlleven a mejorar la calidad de vida de los habitantes mediante la concurrencia de recursos de la Federación, Estados, Municipios y las aportaciones de los grupos u organizaciones de migrantes.  

El Programa 3x1 se inscribe dentro de la estrategia de microrregiones, pues a través de la generación de infraestructura social básica, que se impulsa mediante los proyectos presentados por los migrantes y la comunidad se contribuye al desarrollo local de las comunidades.

Entre los principales resultados alcanzados por el Programa 3X1 a finales de 2004, destaca su cobertura en 23 Entidades Federativas y en 343 Municipios del país, su apoyo a un total de 1,263 proyectos de inversión; adicionalmente, se han comenzado a entregar becas para los hijos de migrantes y se otorga un mayor impulso a los programas de coinversión.

Ahora bien, en seguimiento a compromisos asumidos por México en el Grupo de Trabajo sobre Migración (GTM) de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), se organizó, el Seminario Técnico Migración, Remesas y Desarrollo, los días 17 y 18 de noviembre de 2004, con la participación de funcionarios de la OCDE, dependencias gubernamentales, académicos y sociedad civil. Entre las principales conclusiones que se derivaron de dicho Seminario destacan: que a fin de aprovechar el potencial productivo de las remesas, es necesario el diseño de una política de Estado en materia migratoria que sea integral, transexenal e incluyente de la comunidad migrante al considerar las necesidades y aspiraciones económicas, políticas y culturales de esta población, evaluando sistemáticamente las demandas locales a partir de una perspectiva transnacional.

Además, el desarrollo de una política integral debe incorporar como premisas fundamentales, en primer lugar, el contar con un ambiente de confianza, seguridad y certidumbre para que los migrantes puedan invertir en sus comunidades de origen; y, en segundo lugar, el Estado debe acompañar las iniciativas de los migrantes para la optimización de los recursos enviados, a través de la viabilidad de los proyectos, el acceso a financiamiento para la realización de los mismos y el fortalecimiento de los programas ya existentes como el Programa 3X1, en un marco de mayor vinculación institucional entre todos los actores involucrados, sin que ello implique que el Estado elude su responsabilidad en la generación de desarrollo e inversión productiva. Es importante dar a conocer entre la población migrante los programas, iniciativas, opciones y casos exitosos que se tienen para la utilización productiva de las remesas, así como con quien deben acudir para la materialización de los mismos.

Si bien el desgaste del mecanismo de retorno migratorio y la tendencia a una migración de carácter permanente provocan la disminución del monto de las remesas, éstas se han constituido como un factor determinante para detener el desequilibrio macroeconómico al alcanzar en 2004 más de 16,000 mdd y representar el 2.4% del PIB, por lo que es necesario identificar a la población migrante que tiene el potencial económico de invertir en sus comunidades, tomando en cuenta que 1 de cada 4 mexicanos en EUA vive en situación de pobreza y por lo tanto no tienen capacidad de ahorro y de inversión y en su mayoría envían remesas para el sustento de sus familias. Las remesas colectivas para el financiamiento de proyectos representan sólo el 1% del total enviado.

Proporcionar los medios para preservar la salud de todas las personas a través de medidas sanitarias relativas a la asistencia médica correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estado y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable

Con relación a la atención médica urgente de trabajadores migratorios en igualdad de trato con los nacionales, el artículo 36 de la Ley General de Salud dispone que a los extranjeros que ingresen al país con el propósito predominante de hacer uso de los servicios de salud, se cobrará íntegramente el costo de los mismos, excepto en los casos de urgencias.

Además de la medicina privada, los servicios de salud en México son proporcionados por instituciones que atienden a población asegurada y no asegurada, IMSS e ISSSTE para el primer grupo, e IMSS-Solidaridad y Secretaría de Salud para el segundo grupo. 

En el caso de la población migrante mexicana en Estados Unidos,  el Programa Nacional de Salud 2001-2006 incorporó el Programa de Acción Vete Sano, Regresa Sano que ofrece un blindaje en salud, a fin de preservarla en el lugar de origen, durante el traslado y en el lugar de destino y retorno. Para tal efecto, se desarrollan actividades de difusión, comunicación educativa, capacitación y atención médica. Entre las acciones instrumentadas se encuentra la creación de una red de servicios en apoyo a las familias de migrantes que contempla la organización de Semanas Binacionales de Salud en los Estados Unidos de América con acciones simultáneas, complementarias y con continuidad en el tiempo para la promoción de mensajes saludables; elaboración de un diagnóstico mesoamericano de salud del migrante entre México y Centroamérica a partir de enero de 2005; diseño y difusión del ABC de la Salud de los Migrantes; y difusión de rutas de migración, con la ubicación de unidades médicas y domicilios.

A la fecha las acciones de salud del migrante han avanzado en diferentes vías: acciones de promoción de la salud buscando el contacto directo con la población, mediante el intercambio de promotoras y profesionales de la salud; con la sistematización de información que pueda resultar útil para los migrantes, así como el apoyo a la investigación binacional en temas de salud del migrante.

El IME cuenta con las llamadas “Ventanillas de Salud” en los Consulados, cuyo propósito es brindar a nuestros connacionales información y asesoría sobre aspectos relacionados con la salud, a fin de que puedan acceder a una atención médica oportuna, independientemente de su status migratorio. Las Ventanillas de Salud han dado buenos resultados, ya que asisten, educan y orientan a los mexicanos con información sobre las clínicas, hospitales y todos los servicios disponibles para ellos y sus familias en Estados Unidos.

Implementar las acciones y programas necesarios para mejorar el acceso efectivo de todos los niños migrantes a los sistemas educativos donde quiera que se encuentren, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estados y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable

Implementar las acciones y programas necesarios para mejorar el accedo efectivo de todos los migrantes y sus familias en la educación, de acuerdo con e ordenamiento constitucional y legal de cada Estado y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable

Facilitar la participación de los migrantes en la vida cultural de la comunidad

En cuanto al acceso a la educación, conforme al artículo 3 constitucional todo individuo tiene derecho a recibir educación. En la búsqueda de preservar este derecho, nuestro país ha suscrito distintos instrumentos internacionales, entre otros: la Convención de los Derechos del Niño en 1990; el Convenio 138 de la Organización Mundial del Trabajo en 1973; y la Conferencia Internacional sobre Trabajo Infantil en 1997.

Es importante destacar que la Secretaría de Educación Pública (SEP) cuenta desde 1981 con el Programa “Primaria para Niños y Niñas Migrantes (PRONIM)” que ofrece educación básica de nivel primaria a la población infantil en edad escolar que viaja junto con sus familias a diferentes estados de la República Mexicana para contratarse en los campos agrícolas como trabajadores temporales. En 2004 el Programa operó en 15 de las 31 entidades federativas: Sinaloa, Baja California, Baja California Sur, Colima, Durango, Hidalgo, Jalisco, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Sonora y Veracruz. Las tres primeras entidades, Sinaloa, Oaxaca y Baja California Sur concentran el 54% de la matrícula infantil a nivel primaria con la particularidad de que Oaxaca es al mismo tiempo una de las principales zonas de origen de los migrantes. Este Programa aplica para la migración interna, por lo que contando con los recursos adecuados sería idóneo extenderlo para los hijos de los migrantes internacionales.

Sobre el derecho al acceso a la educación, el IME a través de sus Jornadas Informativas sobre Educación, establece y cultiva una estrecha relación con líderes, autoridades y educadores estadounidenses responsables de los programas de educación dirigidos a los hispanos. Estas Jornadas permiten dar a conocer la oferta educativa que el gobierno de México y las instituciones públicas y privadas desarrollan en Estados Unidos para la población mexicana y de origen mexicano radicada en ese país. 

A través del IME también se procura que los trabajadores migratorios y sus familias mantengan los vínculos culturales con México que es su país de origen. En este sentido, este Instituto cuenta con los siguientes programas: 

•
“Lazos” es un servicio informativo elaborado por el IME, iniciado el 2 de junio de 2003. Se publica en dos versiones: 1) Síntesis informativa: se distribuye de lunes a viernes. Es una selección de las noticias publicadas en la prensa mexicana y estadounidense, sobre la población mexicana e hispana en Estados Unidos. 2) Boletín Informativo: se emite según surjan noticias importantes. Es un reporte sobre los asuntos y sucesos relevantes para la comunidad mexicana e hispana en la Unión Americana. 

•
También se cuenta con el portal en internet del IME, que permite al usuario enterarse no sólo respecto a qué es el IME y cómo está conformado, sino que su contenido también ofrece información sobre temas de importancia como el debate migratorio, voto en el exterior, estadísticas, concursos, oferta institucional, entre otros temas, además de reunir todos los sitios de Internet de las diferentes comunidades de mexicanos o de origen mexicano que se encuentran viviendo en Estados Unidos.  

•
El IME también organiza concursos para la juventud de origen mexicano en el extranjero, como “Éste es mi México” y “Otra Mirada”. Estos concursos promueven entre la niñez mexicana y mexicano-americana residente en Estados Unidos el orgullo por su país de origen, a fin de estrechar los lazos con sus raíces y tradiciones. 

Diversas organizaciones de la sociedad civil han manifestado que en su opinión la LGP y su Reglamento contemplan disposiciones que no son favorables a los migrantes irregulares para la exigencia de sus derechos.  También han indicado que se han presentado casos en los que servidores públicos violentan la ley al no facilitar el acceso al registro de nacimiento de los hijos e hijas de trabajadores migratorios indocumentados,  no obstante que la LGP permite el registro, en tiempo, de los nacimientos de hijos de extranjeros en el territorio nacional, sin solicitar la comprobación previa de la legal estancia de los padres. La Constitución dispone que la nacionalidad mexicana se obtiene por nacimiento por ius soli o ius sanguini.  Además, la LGP establece que cuando los extranjeros tengan hijos nacidos en el país, la SEGOB podrá autorizar su internación o permanencia legal en el mismo.

Cooperar e intercambiar información entre los Estados en torno a las redes de trata de personas y desarrollar estrategias individuales y colectivas dirigidas a la prevención, investigación, enjuiciamiento y sanción de estas conductas, así como la protección y asistencia de las víctimas. 

Carta de Entendimiento sobre Trata de Personas (LOA). El 18 de agosto del 2005, los gobiernos de México y de Estados Unidos formalizaron un programa para implementar proyectos de cooperación contra la trata de personas y delitos relacionados, a través de la firma de una Enmienda a la Carta de Entendimiento sobre Cooperación contra las Drogas (LOA, por sus siglas en inglés), mediante la cual se hará la aportación de 8.2 millones de dólares en programas de cooperación para el combate a la trata en nuestro país.

En la Carta de Entendimiento se establecieron 7 proyectos de colaboración a fin de fortalecer las actividades dirigidas al combate de la trata de personas. Los proyectos comprenden: investigación de casos, desmantelación de organizaciones criminales, procuración de justicia, atención a víctimas y reinserción social, difusión de información y concientización de la población sobre la trata de personas, apoyo a una red de albergues e instancias de protección a víctimas.
En el marco de la LOA, el 12 de octubre de 2005, se instaló formalmente el Grupo Técnico de Trata de Personas, integrado por funcionarios de ambos países, a fin de establecer los puntos de contacto de las dependencias involucradas y las áreas geográficas prioritarias para combatir el problema de manera conjunta.
El 19 de octubre se llevó a cabo la Primera reunión del Grupo de Trabajo sobre Trata de Personas, durante la cual se acordó comenzar a trabajar de inmediato en la atención de casos específicos, a través del intercambio de información entre el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN), la Procuraduría General de la República (PGR), el Departamento de Justicia y el Departamento de Seguridad Interna de los EUA. 

El 28 de noviembre de 2005 se celebró la X Reunión Intersecretarial del Subgrupo de Trata de Personas, durante la cual se acordó que, para el primer bimestre del 2006, se integrará la Comisión Intersecretarial sobre Trata de Personas, con el propósito de coordinar el trabajo de todas las dependencias de gobierno, principalmente en materia de: (i) prevención y atención a víctimas; (ii) capacitación e imposición de sanciones; y (iii) seguimiento a las reformas e iniciativas en el Congreso en materia de tráfico y trata de personas.

El 15 de diciembre de 2005 se llevó a cabo una teleconferencia bilateral del Subgrupo de Trata de Personas en la que México se comprometió a fortalecer los esfuerzos de coordinación contra la trata de personas entre los tres órdenes de gobierno, a través de los Grupos de Coordinación con que cuenta México en las 32 entidades federativas. Por su parte, el gobierno de EUA, a través del Departamento de Justicia se comprometió a designar a su Asesor para brindar asistencia técnica procesal a México. A principios del 2006 habrá una reunión para definir las ONG que participarán en los proyectos bilaterales de cooperación contra la trata de personas.

Programa OASISS (Operation Against Smugglers Initiative on Safety and Security). En lo referente al tráfico de indocumentados, el INM participó activamente en la definición de los términos de implementación del programa OASIS (Operation Against Smugglers (and traffickers) Initiative on Security) y coadyuva con otras instituciones, en el ámbito de su competencia, para hacer un frente común en contra de éste delito.
Del 21 al 24 de junio de 2005 se llevó a cabo una reunión bilateral en Yuma, Arizona, donde participaron funcionarios de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), PGR, CISEN y del INM para identificar el esquema de cooperación necesario para procesar penalmente a traficantes y tratantes de personas, en cualquiera de los dos países o en ambos. 
El 17 de octubre se efectuó una reunión binacional sobre el Programa OASIS, con el propósito de presentar los resultados actuales del programa y analizar la posibilidad de expandirlo en otros puntos de la frontera.
Entre los resultados del programa OASIS destacan:
(i)
la conclusión del entrenamiento de funcionarios públicos en California (San Diego) y Arizona (Yuma y Tucson);
(ii)
la concentración de una base de datos que contiene los puntos de contacto con todos los sectores y puertos de entrada;
(iii)
la destacada coordinación para la elaboración del comunicado de prensa conjunto para anunciar el programa; 
(iv)
las campañas de prevención a nivel local, a través de anuncios en radio y televisión;
(v)
los importantes resultados de  arrestos, detenidos y enjuiciamientos en ambos países.
Del 1 de enero al 28 de septiembre de 2005, en el ámbito nacional, se llevaron acabo 2 mil 136 operaciones, en el marco de la Operación Permanente Nacional contra el tráfico y trata de personas y delitos conexos.

El 23 de abril de 2004, durante la visita oficial del Presidente Vicente Fox a Guatemala, se suscribió el Memorándum de Entendimiento para la Protección de las Mujeres y de los Menores de edad Víctimas de la Trata y Tráfico de Personas en la frontera entre México y Guatemala, el cual entró en vigor el 22 de febrero de 2005.
El INM y la Cancillería de Guatemala han trabajado conjuntamente en la elaboración de un Programa Anual de Trabajo y un Marco Operativo para la Implementación del Memorándum de Entendimiento.

Durante el primer trimestre de 2006 se prevé la realización de la I reunión de la Comisión Técnica Binacional responsable de instrumentar el programa de trabajo anual. Está pendiente que se nos notifique de la constitución de la Comisión por parte de Guatemala.
El 17 de mayo de 2005 se firmó con El Salvador el “Memorándum de Entendimiento para la protección de las personas, especialmente mujeres y menores de edad víctimas de la trata y tráfico ilícito”. Tiene como objetivo llevar a cabo acciones de colaboración entre ambos países para proteger a las víctimas de la trata y tráfico ilícito de migrantes.

Se encuentran en proceso de negociación dos Memoranda con Brasil y Ecuador, para el combate al tráfico y a la trata de personas.
Desarrollar programas de información y asistencia dirigidos a los migrantes y sus familias que regresan a sus países de origen. 

Proteger la integridad física de los migrantes y tomar las medidas pertinentes para prevenir, combatir y erradicar la violencia y otras formas de delito, tales como el fraude, la extorsión y la corrupción, cometidos contra los migrantes.

Grupos Beta. Los Grupos de Protección a Migrantes, Grupos “Beta”, dependientes del Instituto Nacional de Migración fueron creados en 1990. Han desempeñado un importante papel en la protección de todos los migrantes que se enfrentan a serios peligros en el intento de cruzar la frontera por lugares de mayor riesgo para su integridad física. 

Actualmente se encuentran en operación 17 grupos de Protección a Migrantes: 13 Grupos “Beta” en la frontera norte: Tijuana, Tecate, Mexicali en Baja California; San Luis Río Colorado, Sonoyta, Nogales, Sásabe y Agua Prieta en Sonora; Piedras Negra y Cd. Acuña en Coahuila; Ciudad Juárez y Puerto Palomas en Chihuahua y Matamoros en Tamaulipas y 4 en la frontera sur: Comitán y Tapachula en Chiapas; Tenosique en Tabasco; y Acayucan en Veracruz. Asimismo, se cuenta con 4 suboficinas en Naco, Sonora, y Tuxtla, Pijijiapan y Cd. Cuauhtémoc en Chiapas. Cabe señalar que los Grupos Beta de Puerto Palomas, Cd. Acuña y Acayunan se encuentran en proceso de formalización entre los tres niveles de gobierno.

Los Grupos Beta están conformados por médicos especialistas en traumatología de reconocido prestigio y el nuevo personal operativo que se ha venido incorporando, corresponde al perfil de paramédico y/o rescatista, todo ello con el fin de ofrecer al migrante protección en un sentido eminentemente humanitario.

El INM con el apoyo de la Cruz Roja Mexicana estableció el Programa de Ayuda Humanitaria a Población Vulnerable, que consiste en la instalación de dos clínicas móviles, operadas por técnicos de urgencias médicas y socorristas, mismas que cubren de manera alterna la zona de San Luis Río Colorado, Sonoyta, Sásabe y Naco en el estado de Sonora, zona en la que se presenta el mayor número de decesos de migrantes en toda la frontera con los Estados Unidos. 

El Grupo Beta cuenta con equipo de radiocomunicación de alta tecnología, consistente en 460 radios MATRA entre móviles y portátiles y se instaló en la región del Sásabe en Sonora una torre de telecomunicaciones en abril de 2004, previéndose próximamente la instalación de una estación repetidora en la localidad de Tubutama, Municipio de Saric. Ello permite cubrir la ruta Altar-Sásabe, de gran flujo migratorio, para acceder a la Red Nacional de Radiocomunicación de Seguridad Pública; facilitando la coordinación Interinstitucional para una protección más eficaz de los migrantes en todo el territorio nacional.

Se han establecido los mecanismos de control necesarios, para que todas las denuncias de violaciones a los derechos humanos de los migrantes que sean atendidas por los Grupos Beta se canalicen a la autoridad respectiva. Asimismo, en los casos en los que se encuentren involucrados servidores públicos, las denuncias son turnadas a la Secretaría de la Función Pública para los efectos procedentes. Por otra parte, se realizan Reuniones de Coordinación Interinstitucional en las que asisten todas las corporaciones de seguridad pública, en donde se expone la situación observada en el radio de acción de los Grupos Beta, con el objeto de que se tomen las medidas necesarias para evitar que los migrantes sean agredidos física y patrimonialmente.

Los Grupos Beta realizan la instalación y el mantenimiento permanente de Señalamientos Preventivos, en zonas de alto riesgo y flujo migratorio, que alertan a los migrantes sobre los riesgos climatológicos y orográficos a los que se enfrentan en su tránsito a los Estados Unidos, todo ello a fin de evitar en lo posible daños a la integridad física de los migrantes. Asimismo, los Grupos Beta realizan la actualización periódica del Atlas de Riegos y de las Rutas de Flujos Migratorios. 

En las zonas desérticas del estado de Baja California, en especial Tecate y Mexicali, se instalaron 25 depósitos de agua, los cuales están siendo operados con la ayuda de organizaciones humanitarias de carácter internacional, garantizando que se mantengan limpios y tengan suficiencia de agua para los migrantes que transitan por esa zona desértica.

Como resultado de las labores de rescate y salvamento emprendidas por los Grupos Beta, durante el año 2005, destacan:

· En de enero de 2005 se llevó a cabo la suscripción del Acuerdo de Coordinación de Acciones Tendientes a la Protección de Migrantes y del Convenio Específico de creación del Grupo Beta Cd. Juárez, entre los tres niveles de gobierno en la ciudad de Chihuahua.

· En febrero, se pusieron en operación 22 nuevas camionetas todo terreno en zonas para incrementar el patrullaje en las zonas de alto riesgo. Asimismo, durante el mes de mayo inició en la zona sur una ambulancia para asistir en casos de emergencias médicas de migrantes heridos y lesionados.

· En abril se inauguro la operación del segundo Módulo de Atención para Menores Migrantes Repatriados en Sonora, en coordinación con el DIF Estatal, en las instalaciones de la delegación local del INM en Nogales Sonora, a fin de dar asistencia social humanitaria a esta población vulnerable.

· Se actualizó el Atlas de Riesgos y Rutas de Flujos Migratorios que contiene información técnica confiable sobre las zonas geográficas por las que cruzan los migrantes hacia los Estados Unidos y establecer patrullajes permanentes en los sectores de riesgo y de tránsito masivo de migrantes.

· En junio iniciaron operaciones los Grupos Beta Puerto Palomas, Chihuahua y Cd. Acuña, Coahuila, en proceso de formalización.

· Con objeto de reforzar los operativos de rescate, primeros auxilios y asistencia social humanitaria, en agosto se incorporaron 15 nuevos Agentes Protectores de Migrantes; 9 para apoyar en la frontera norte y 6 en la frontera sur.

· Como parte del proceso de profesionalización en labores de rescate, salvamento y protección efectiva de los derechos humanos, se impartieron 31 cursos a 261 personas, destacando la realización en los meses de marzo y abril del Taller de Actualización Técnica-Jurídica-Operativa en la ciudades de Tijuana, Piedras Negras y Comitán, dirigido al personal operativo de los Grupos Beta en temas como Derechos Humanos, Primeros Auxilios, Rescate en el Desierto, Intervención en Crisis, Reanimación Cardio-pulmonar, Efectos Nocivos del Frío y del Calor y Fracturas e Inmovilizaciones. Asimismo, se realizaron en dos Academias Binacionales México Estados Unidos, relativas a temas de Búsqueda y Rescate de migrantes en situación de riesgo en las ciudades de El Centro, Cal. y Comitán, Chiapas con participación de personal especializado de la Patrulla Fronteriza.

· Durante los meses de junio y septiembre de 2005, se llevo a cabo el Programa de Repatriación Voluntaria al Interior, a fin de reducir los decesos de migrantes en la región de Sonora-Arizona. Al efecto se repatriaron 20 mil 590 connacionales por vía aérea desde Tucson a la Cd. de México y por vía terrestre a sus comunidades.

· Se estableció el Programa de Verano 2005 en la Frontera Norte con objeto de prevenir riesgos y salvar vidas en el corredor de alto riesgo Sonora-Arizona, catalogado como el de mayor flujo de migrantes.

· En los meses de julio y septiembre se implementó el Plan Emergente de Protección a Migrantes en la Frontera Norte, con acciones tendientes a la protección efectiva de su integridad física, dadas las altas temperaturas registradas durante ese período.

· En Diciembre, se instrumentó el Programa de Invierno de Protección a Migrantes en la Frontera Norte cuyas estrategias y líneas de acción proveen mayores y mejores recursos a los Grupos Beta para enfrentar los efectos de las bajas temperaturas y estar en capacidad de brindar protección efectiva a los migrantes.

· En cifras, entre las acciones relevantes realizadas por los Grupos Beta para la atención de migrantes durante el año 2005 destacan: el rescate de 5,839 migrantes, la atención de 1,530 migrantes lesionados o heridos; la asistencia social de 143, 563, la repatriación de 120,002 migrantes y la atención a 96 migrantes mutilados.

Programa Paisano. Tiene como objetivo asegurar un trato digno y conforme a derecho, para los mexicanos que ingresan, transitan o salen de nuestro país, a través de información y difusión sobre sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones; protección de su integridad física y patrimonial; sensibilización y capacitación de servidores públicos y sociedad; y, atención y seguimiento de quejas y denuncias. Desde el inicio de la administración del Presidente Fox, Paisano es un programa permanente, preventivo y de orientación.
Entre sus principales logros destaca:

· Generó confianza en el gobierno de México por el combate a la corrupción; la protección de bienes y personas; la simplificación de trámites; y la atención personalizada.

· Desarrolló y realiza una importante labor de educación de la comunidad mexicana en EUA, para que conozca sus derechos y obligaciones al visitar México.

· Creó y promueve una cultura de prevención y cumplimiento de las normas nacionales entre los paisanos, cubriendo un vacío de información entre ellos y las instituciones.

· Cuenta con gran aceptación y arraigo entre la comunidad de origen mexicano en EUA y vincula sus demanda con los trámites y servicios las dependencias y entidades.

· Motivó a los gobiernos estatales a crear programas para sus oriundos que viven en EUA.

· El nivel de coordinación interinstitucional permite una estructura pequeña con costos mínimos que no generan presupuestos adicionales.

Como principales resultados de las acciones realizadas en el año 2005, resalta la iniciativa de Información personalizada. En el 2005, se informó personalmente a 56 mil 761 paisanos vía telefónica, correo y en las oficinas del programa; se ha capacitado sobre trámites y atención y calidad en el servicio a tres mil 579 servidores públicos y personas de la sociedad civil que tienen contacto directo con los connacionales. Adicionalmente se realizaron 106 mil 903 consultas a la página www.paisano.gob.mx.

Se realiza una atención personalizada y oportuna de las quejas y denuncias, canalizándolas a los órganos internos de control de las dependencias y las contralorías estatales, informando a los afectados el seguimiento y resultado. En el 2005 se recibieron 129 quejas y denuncias, mismas que fueron atendidas.

La Guía Paisano se confirma como un instrumento trascendental de información. Su enriquecimiento y actualización es producto de la participación de 20 entidades de la administración pública federal. La claridad en los textos fue lograda con la participación de sus usuarios, quienes modificaron y aprobaron el lenguaje, haciendo más sencilla su lectura. La edición 2005-2006 consta de un tiraje de 2 millones de ejemplares, de los cuales ya se están distribuyendo de la siguiente manera:

· Consulados: a través de la red consular de Estados Unidos y Canadá con el apoyo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, donde hasta la fecha se han distribuido 722 mil 400 ejemplares.

· En la República Mexicana se distribuye principalmente a través de las 32 delegaciones regionales del Instituto Nacional de Migración, quienes a la fecha han repartido 569 mil 040; además del apoyo de las delegaciones estatales de SECTUR que repartieron 45 mil 120 y de SEDESOL con 42 mil 720 ejemplares.  Además de que otras dependencias como la Procuraduría Agraria y la Secretaría de Salud a través del Programa “Vete Sano Regresa Sano” también se suman a la tarea de distribución de la Guía.

El INM refuerza el trabajo con tres operativos de observadores efectuados en las temporadas de semana santa, verano y fin de año. Para su coordinación se  llevaron a cabo 119 reuniones de comité estatal, local y técnico, así como de la Comisión Intersecretarial. En dichos operativos se informó y orientó a casi un millón 500 mil  personas en los módulos Paisano, instalados en los puntos de ingreso a México,  atendidos por tres mil 230 personas de la sociedad civil. Esto permitió bajar los índices de corrupción.

Realizar los mejores esfuerzos para obtener el cumplimiento de las leyes laborales haciendo hincapié en la situación y condiciones de trabajo de los trabajadores migrantes creando transparencia, conocimientos y profesionalismo y compartiendo mejores prácticas

Los trabajadores migratorios que laboran en nuestro país tienen los mismos derechos que los nacionales en lo concerniente a la remuneración. La Constitución Política señala que: “Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad”.  

En congruencia con lo anterior, el procedimiento de fijación de los salarios mínimos generales es de aplicación general en la República, independientemente de la condición migratoria de la persona.

En caso de violación del principio de igualdad jurídica o de otros derechos laborales, los trabajadores, sus beneficiarios y sus sindicatos, cuentan con los recursos legales que la LFT les concede a fin de hacer valer sus derechos laborales. La Procuraduría Federal de la Defensa de los Trabajadores (PROFEDET) de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) ofrece a los trabajadores y sus sindicatos servicios gratuitos de asesoría, conciliación y representación jurídica promoviendo la cultura de la prevención, privilegiando la conciliación como forma de solución expedita de los conflictos. De ser necesario, la PROFEDET también representan a los trabajadores, a sus beneficiarios y a sus sindicatos ante los tribunales laborales, los organismos jurisdiccionales, administrativos y cualquier otra institución pública y privada. 

En cuanto a la seguridad social, no existe prohibición alguna para que un trabajador migratorio pueda afiliarse al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) siempre y cuando los trabajadores que cumplan con los requisitos que la Ley del Seguro Social establece.

La Ley de Seguro Social es de utilidad pública y comprende seguros de invalidez, de vejez, de vida, de enfermedades y accidentes y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores y sus familiares sin distinción entre nacionales y extranjeros.

Cabe mencionar que corresponde a los patrones inscribir a sus trabajadores en el IMSS proporcionándole a dicho Instituto la Clave Única de Registro de Población del trabajador, además de, previamente, constatar la calidad migratoria de los extranjeros que contraten y verificar si están autorizados por la autoridad competente para dedicarse al ejercicio de la actividad lucrativa de que se trate. 

Si los trabajadores migratorios se encuentran registrados en el IMSS serán propietarios de los recursos depositados en sus cuentas individuales, de acuerdo con la Ley del Seguro Social, tomando en consideración que las personas que se pensionen, o que lleguen a la edad de pensionarse por cesantía en edad avanzada y vejez, recibirán además de la pensión que corresponda, sus fondos acumulados en la subcuenta del seguro de retiro.

Aunado a lo anterior, el IMSS celebró un Convenio de Seguridad Social con el gobierno de España firmado el 25 de abril de 1994 y en operación desde el 1° de enero de 1995, mismo que se aplica a los trabajadores nacionales de cada una de las Partes que acrediten estar o haber estado inscritos en el sistema de seguridad social correspondiente, así como a los miembros de sus familias reconocidos como beneficiarios. El Convenio establece que en México se aplicará a los regímenes obligatorio y voluntario contemplados en la Ley del Seguro Social, relativos a las pensiones derivadas de riesgos de trabajo, seguros de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte. En España se aplica al Régimen General y a los Regímenes Especiales, relativos a pensiones derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, y pensiones de invalidez, vejez, muerte y supervivencia.

El 27 de abril de 1995 México suscribió un Convenio sobre Seguridad Social con el gobierno de Canadá que se aplica, igualmente, a cualquier persona que esté o haya estado sujeta a la legislación en la materia de cualquiera de los dos países.  Asimismo, el 29 de junio de 2004, México y Estados Unidos firmaron un Convenio sobre Seguridad Social, que se encuentra en proceso de ratificación por el Senado de la República y actualmente se está negociando la eventual firma de un Convenio para la Exportación y Control de Beneficios de Seguridad Social con el gobierno de los Países Bajos.

En cuanto a los trabajadores mexicanos que laboran en el extranjero y que no se encuentran beneficiados por los convenios antes referidos el artículo 28 de la LFT, inciso c), señala que el trabajador tendrá derecho a las prestaciones que otorguen las instituciones de seguridad y previsión social a los extranjeros en el país al que vaya a prestar sus servicios, así como el derecho a ser indemnizado por los riesgos de trabajo.

CANADÁ
Sesión especial sobre el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias
16 de marzo de 2006

Canadá aprecia esta oportunidad para ofrecer un vistazo sobre nuestra participación y compromiso relacionados con los temas de refugiados en el hemisferio durante el último año.

Canadá defiende y destaca con firmeza la necesidad de contar con sistemas migratorios legales, ordenados y bien administrados que incluyan el respeto por los derechos humanos de los migrantes. Es evidente que la migración legal ofrece mayor protección a los migrantes. La migración irregular fomenta la vulnerabilidad, el riesgo y el abuso y Canadá defiende con ahínco los esfuerzos que se realizan para combatir los delitos transnacionales de contrabando de migrantes y la trata de personas.  Además, contamos con una red de Oficiales de Inmigración Íntegros que trabajan en nuestras embajadas para identificar tendencias, prevenir movimientos migratorios irregulares y ofrecer capacitación para identificar casos de fraude. Asimismo, alentamos a todos los Estados que aún no lo han hecho, a que firmen, ratifiquen e implementen la Convención de las Naciones Unidas sobre Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos.  

En nuestro Hemisferio, Canadá tuvo el placer de participar en la conferencia regional para las Américas de la Comisión Mundial sobre las Migraciones Internacionales que se celebró en México, en mayo de 2005.  Durante esta audiencia, Canadá hizo su presentación a la Comisión Mundial sobre su enfoque con respecto a la administración de asuntos migratorios y estableció un diálogo internacional constructivo que reconoce los intereses y desafíos comunes que se presentan al abordar estos movimientos.
Canadá valora su participación en esta Conferencia Regional sobre Migración (CRM), que data desde hace once años (con México, América Central, Estados Unidos y la República Dominicana) y tuvo el placer de ejercer la Presidencia Pro-Témpore en 2005. Esta conferencia también conocida como el Proceso Puebla, reúne a los Estados para abordar el problema desde una perspectiva de intereses y preocupaciones comunes y para observar las áreas donde es posible lograr cooperación y coordinación de acciones. Canadá considera que este proceso consultivo regional es un modelo exitoso para la cooperación internacional en el área de inmigración.  Este éxito se logra en gran medida gracias a la dedicación de los Estados participantes que actúan con un espíritu de participación constructiva, con iniciativas de cooperación eficaz y con resultados tangibles. (NOTA: El Salvador ocupa actualmente la Presidencia Pro Témpore de la CRM y podría describir algunas de las actividades concretas del último año – el taller de OIM-OACI sobre estandarización de documentos de viaje; el taller para considerar las directrices para la repatriación de menores víctimas de la trata de personas.) 

Con respecto al tema específico de la trata de personas, Canadá ha adoptado varias medias durante el último año para mejorar nuestra capacidad de respuesta a nivel interno, regional e internacional.

De conformidad con sus obligaciones contenidas en el Protocolo de las Naciones Unidas sobre Tráfico de Personas, Canadá promulgó dos importantes leyes durante 2005, las cuales describen mejor la naturaleza de esta práctica y con ellas mejoraremos significativamente nuestra capacidad para proteger a las personas vulnerables contra este terrible delito. Se enmendó nuestro Código Penal para incluir tres nuevos delitos específicos para combatir de mejor manera el tráfico de personas al prohibir específicamente: el tráfico de personas, recibir beneficios financieros o materiales de otro tipo producidos por la trata de personas y el ocultamiento o destrucción de los documentos de viaje o de identificación para llevar a cabo un delito de tráfico de personas. Además, Canadá enmendó sus leyes para ofrecer mejor protección a las víctimas y testigos vulnerables, incluidas las víctimas de la trata de personas, mediante la ampliación del uso de componentes para la toma de testimonio – tales como pantallas, televisión en circuito cerrado y personas de apoyo. Esto podrá asistir a las víctimas a expresar sus puntos de vista y preocupaciones durante las declaraciones de testigos contra sus victimarios traficantes.
A nivel regional, Canadá participó en la reunión organizada por la OEA en Venezuela, esta semana, sobre Trata de Personas. 

Canadá apoyó trabajos realizados en la región sobre prevención de la trata de personas y actividades de concienciación a través de alianzas con ONGs y organizaciones multilaterales. Por ejemplo, a través del Programa de Seguridad Humana, estamos apoyando la realización de un taller regional que se llevará a cabo la próxima semana en Costa Rica bajo los auspicios de la OIM para promover la concienciación del público y de los medios de comunicación de alto nivel y a representantes gubernamentales acerca de las cuestiones de trata de personas para desarrollar productos de concienciación para su difusión en México, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá. La Agencia Canadiense para el Desarrollo Internacional recientemente aportó  financiamiento para actividades de combate al tráfico de personas en Nicaragua y Perú. 

Canadá apoyó a una organización de la sociedad civil en Costa Rica (CIDEHUM) para organizar talleres en América Central con el objeto de despertar el interés del público en materia de prevención de las violaciones de los derechos humanos de los migrantes irregulares, en particular en el contexto del contrabando y tráfico de personas.

En el contexto de la protección de refugiados y el apoyo al trabajo del Alto Comisionado para los Refugiados de las Naciones Unidas (ACNUR), las autoridades canadienses y los representantes de la sociedad civil participaron en la Primera Reunión sobre Reasentamiento Solidario en las Américas, celebrada en Quito, Ecuador, durante el mes de febrero, y ofreció compartir sus experiencias con los gobiernos regionales para fortalecer la capacidad para las actividades de reasentamiento de refugiados.

Asimismo, hoy observamos complacidos algunos trabajos que se han realizado en el contexto de la Comisión para la Cooperación Laboral del Acuerdo para la Cooperación Laboral de América del Norte (ACLAN) (acuerdo anexo al NAFTA). Bajo la dirección de los Ministros de Trabajo de Canadá, Estados Unidos y México, la Comisión ha publicado una Guía de Empleo y Leyes Laborales para los Trabajadores Migrantes. Esta guía se preparó para educar a los trabajadores migrantes sobre sus derechos en los países de América del Norte. Se han distribuido copias a los trabajadores que participan en el Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales en Canadá.  La guía está disponible en español, francés e inglés en la página de la NAALC (www.naalc.org). 

El próximo año también promete ser un importante momento para llamar la atención sobre el tema de los trabajadores migrantes y el vínculo que existe entre el movimiento de personas y el desarrollo. Como todos bien sabemos, Naciones Unidas auspiciará, durante dos días, el Diálogo de Alto Nivel sobre Migración Internacional y Desarrollo, en el mes de septiembre, al iniciarse el período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Canadá considera este evento como una oportunidad para un intercambio constructivo de ideas que concentren la atención en la forma en que la migración bien manejada puede contribuir al desarrollo, y en particular al logro de las Metas de Desarrollo del Milenio. Asimismo, Canadá considera positiva la programación de los eventos previos al diálogo de septiembre los cuales le prestan atención específica al Diálogo de Alto Nivel y ofrecen oportunidades para considerar asuntos y perspectivas particulares sobre este tema.

Durante el pasado mes de diciembre, Canadá participó complacido en un evento organizado por México junto con la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el Fondo de Poblaciones y la División sobre Poblaciones de las Naciones Unidas, el cual se dedicó a la migración internacional y a las cuestiones de desarrollo en esta región.

Autoridades canadienses participaron en una sesión este mes en Nueva York, de la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer que estudió las dimensiones de género en el contexto de la migración internacional. Delegados canadienses y un representante de la sociedad civil también participaron en un diálogo que estudió el tema de la delincuencia en materia de trata de personas desde la perspectiva de la violencia contra la mujer. 

Además, estaremos participando activamente en la reunión de la CEPAL que se celebrará la próxima semana en Montevideo, Uruguay y en la reunión de la Comisión sobre Población y Desarrollo, en el mes de abril en Nueva York, la cual abordará los temas de población, migración y desarrollo. 

Con respecto a las actividades concretas dirigidas específicamente a la situación de los trabajadores migrantes temporales, Canadá está estudiando activamente la posibilidad de organizar un taller sobre trabajadores. 
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�.	Véase Organización Internacional para las Migraciones, Migración, Prostitución y trata de mujeres dominicanas en la Argentina, Buenos Aires, 2003. 








